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INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA ACERCA DEL PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DEL "CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DEL REINO DE DINAMARCA SOBRE LA PROMOCION Y LA PROTECCION RECIPROCA DE LAS INVERSIONES".





HONORARLE CÁMARA:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaron acerca del proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado internacional suscrito el 28 de mayo de 1993 por los Gobiernos de Chile y el Reino de Dinamarca, con objeto de promover y proteger recíprocamente las inversiones que sus nacionales, personas naturales o jurídicas domiciliadas en su territorio, efectúen en el otro Estado, de acuerdo con la legislación de éste, sometido a la consideración de la H. Corporación en primer trámite constitucional.





I. ANTECEDENTES GENERALES.





1. Este tratado, como todos los de su tipo, se funda en el propósito del Gobierno de1 continuar aplicando la política iniciada en  la Administración anterior, tendente a mantener y acrecentar





los flujos de capitales foráneos hacia el país, como un necesario aporte a las políticas de desarrollo económico y social.





A1 tenor del mensaje, este instrumento constituye, asimismo, un compromiso de las Partes, esto es, de loes Gobiernos, en orden a estimular la efectiva transferencia de capitales y su adecuada protección, de acuerdo con las respectivas legislaciones nacionales.





E1 estatuto que establece este convenio compatibili.za el legítimo interés del inversionista externo con el del Estado receptor de la inversión, y sólo las inversiones que se conformen a ello podrán gozar de la protección convenida por los Gobiernos.





E1 mensaje también hace presente la importancia política y económica que reviste este tratado, por cuanto contribuirá a acrecentar el interés de empresarios daneses en Chile, en un momento en que el intercambio comercial bilateral es reducido.





2. E1 Comité de Inversiones Extranjeras proporcionó a vuestra Comisión un cuadro de las inversiones danesas en nuestro país, en el período 1974�1993, conforme al decreto ley NQ 600, de 1974, según el cual el monto total autorizado asciende a 11 millones de dólares estadounidenses y el monto materializado, a 8,9 millones de dólares. Copia de dicho cuadro se adjunta al final de este informe.





E1 Comité de Inversiones Extranje�ras ha señalado también que la finalidad de estos tratados es, por una parte, mantener las ventajas comparativas de nuestro país en lo que: se refiere al marco jurídico de la inversión extranjera y, por otra parte, permitir la participación de Chile en los instrumentos internacionales de promoción y protección de inversiones, que el Gobierno inició con la adhesión al convenio que creó el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI o ICSID, según se usen sus siglas en español o en inglés) y que ha mantenido con la suscripción de tratados bilaterales, como el que motiva este informe.





E1 Comité de Inversiones Extranje�ras ha indicado, además, que estos tratados constituyen, en general, una garantía adicional para los inversionistas extranjeros, que les permite acceder con primas razonables a los seguros contra riesgos no comerciales que ofrecen las agencias internacionales, como el Organismo Multilate�ral de Garantía de Inversiones (MIGA), y las gubernamenta�les, como la del Gobierno de los Estados Unidos de Améri�ca, conocida por su sigla OPIC. Tal efecto se produce con estos tratados, como el que se os pasa a reseñar, porque garantizan al inversionista la propiedad de su inversión; la libre transferencia del capital, intereses y otros valores derivados de él; un tratamiento no discriminatorio respecto de los inversionistas nacionales y de terceros países y, por último, la solución de las controversias por la vía del arbitraje internacional.





II. RESEÑA DEL TRATADO EN TRAMITACION.





En sus 16 artículos, cuyo texto se acompaña al final des informe, se regulan, en términos sustancialmente análogos a los de todos los tratados de su índole, los compromisos que se explicitan en seguida.





En primer lugar, los Gobiernos contraen el compromiso de permitir la entrada de inversiones que nacionales del otro Estado, personas naturales o jurídicas, efectúen en el territorio nacional, conforme a la legislación interna; el de promoverlas hasta donde sea posible, inclusive facilitando el establecimiento de oficinas de representación, y el de protegerlas y garantizarlas (N° 3 del artículo 1; artículo 2 y N° 1 del artículo





Por inversión se entenderá toda clase de bienes, independientemente de su forma legal, con sujeción a que se haya efectuado legalmente e incluya, en particular, pero no exclusivamente, acciones, partes u otra forma de participación en sociedades; rendimientos reinvertidos; "debentures"; acreencias monetarias; bienes muebles o inmuebles; derechos de propiedad industrial e intelectual, y concesiones otorgadas por ley o en virtud de contratos (N° 1 del artículo 1).





Por territorio se entenderá el territorio que cada Parte tenga bajo su soberanía, incluidas la zona económica exclusiva, la plataforma continental, el mar y las áreas submarinas en las que se ejerza soberanía o jurisdicción conforme al derecho internacional (N° 4 del artículo 1).





Para extender la aplicación del convenio a las Islas Faros y a Groenlandia, se requerirá de un intercambio de notas especiales entre ambos Gobiernos.





En segundo lugar, determinan el tratamiento que se dará a las inversiones. En este aspecto, los Gobiernos se comprometen, en primer lugar, a no adoptar medidas injustificadas o discriminatorias que impidan al inversionista la administración, mantenimiento, uso, usufructo o enajenación de su inversión (N° 1 del artículo 3).





En segundo término, se obligan a garantir a los inversionistas un tratamiento justo y equitativo, que en ningún caso sea menos favorable que el otorgado a los inversionistas nacionales o a los de un tercer Estado (N° 2 del. artículo 3).





Se innova en este tratado al otorgarse a los contratos de arrendamiento con opción de compra, relacionados con una inversión, un tratamiento no menos favorable que una inversión (N° 3 del artículo 3).





Este tratamiento se observará incluso en las indemnizaciones que se deban al inversionista por pérdidas sufridas a causa de riesgos no comerciales, como guerra, revolución, estado de emergencia nacional, rebelión, insurrección o motín (artículo 6).





E1 tratamiento al inversionista de la otra Parte no menos favorable que el concedido a los inversionistas nacionales o de un tercer Estado no comprende los beneficios que resulten de una unión aduanera, de organismos económicos regionales o similares existentes o futuros; o de un acuerdo o pacto internacional referente a tributación o a cualquier legislación nacional relativa, en forma íntegra o principalmente, a tributación (artículo 4).





En tercer lugar, los Gobiernos disponen que las inversiones no serán nacionalizadas, expropiadas o sujetas a medidas que tengan un efecto equivalente a la nacionalización o expropiación, a menos que estas medidas sean ordenadas por causa de utilidad pública o de interés nacional, sin discriminación y con una compensación oportuna, adecuada y efectiva, determinada según el valor que la inversión tenía en el mercado antes de la expropiación o del conocimiento público de la inminente medida (artículo 5).





Las normas que tienen por objeto asegurar la integridad de la inversión y su libre transferencia y las relativas al derecho de obtener la revisión de la legalidad de la medida mediante los debidos procedimientos legales, son comunes a este tipo de tratados.





En cuarto lugar, los Gobiernos se obligan a permitir, sin tardanza, la repatriación y la transferencia de capitales y rendimientos de la inversión desde el Estado receptor al Estado de origen del inversionista, inclusive un monto adecuado de las remuneraciones de los extranjeros que estén trabajando en la inversión.





El capital propio podrá ser transferido después de un año de haber entrado en el país, salvo que la legislación del Estado receptor establezca un tratamiento más favorable.





Todas las transferencias de dinero a que dé lugar la inversión, en el régimen de este tratado, deberán efectuarse en la moneda convertible en que se hizo la inversión o en cualquier otra, si así fuere acordado con el inversionista (artículo 7).





En quinto lugar, reconocen al Gobierno o al organismo que hubiere otorgado alguna garantía financiera en contra de riesgos no comerciales por una inversión efectuada en el país, el derecho a subrogarse en los derechos del inversionista, cuando el Gobierno o el organismo haya efectuado el pago correspondiente a la garantía (artículo 8).





Por último, establecen los procedimientos para resolver las controversias que a propósito de la inversión se susciten entre un Gobierno y un inversionista del país del otro Gobierno (artículo 9) y las controversias que se produzcan entre los Gobiernos en relación con la interpretación o aplicación del convenio (artículo 10).





En el caso de controversias entre inversionista y Gobierno, los procedimientos empezarán con la búsqueda de una solución amistosa durante seis meses; si en este plazo no se logra, el inversionista podrá elegir entre recurrir a los tribunales competentes del Estado receptor de su inversión o al arbitraje del "Centro Internacional para la Conciliación de Controversias de Inversión" (ICSID o CIADI, según se use su sigla inglesa o española).





Cabe hacer notar que el convenio que regula el funcionamiento de dicho Centro ha sido aprobado por el Congreso Nacional y que, después de haber sido promulgado por decreto supremo (RR.EE.) Nº 1.304, de 1991, fue publicado en el Diario Oficial del 9 de enero de 1992, como ley de la República. En dicho texto, el nombre del Centro es "Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas .a Inversiones".





La elección de uno de estos dos procedimientos será definitiva, y la decisión arbitral también será definitiva y obligatoria para ambas Partes en la controversia (artículo 9).





En el caso de controversias intergubernamentales sobre la aplicación o interpretación del convenio, la solución se buscará, primero, durante seis meses, por los canales diplomáticos. Si no se lograre arreglo por esta vía, cualquiera de los Gobiernos podrá recurrir unilateralmente al arbitraje internacional, según un procedimiento semejante al regulado en todos los tratados de esta naturaleza (artículo 10).





Las normas relativas a enmiendas del convenio (artículo 11); mecanismo de consultas sobre cuestiones atinentes a su aplicación (artículo 12) y a sus alcances respecto de las inversiones anteriores a su vigencia (artículo 13), son comunes a estos tratados.





Finalmente, este tratado regirá desde que los Gobiernos se notifiquen el cumplimiento de las exigencias para su aprobación constitucional; permanecerá en vigencia por un período de quince años, sin perjuicio del derecho de las Partes de darle término a través de los canales diplomáticos. En este caso, las inversiones hechas a su amparo continuarán rigiéndose por sus normas por un período adicional de quince años (artículos 15 y 16).





A1 concluir esta reseña, corresponde consignar que las normas tocantes a la expropiación de la inversión y las concernientes a la transferencia del capital de la inversión son armónicas





con las disposiciones pertinentes de la Constitución Política y del decreto ley N° 600, de 1974, sobre Estatuto de la Inversión Extranjera.





III. DECISIONES DE LA COMISION.





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana decidió, por unanimidad, aprobar este tratado, y os recomienda adoptar el artículo único del proyecto de acuerdo, con modificaciones formales menores, que no se detallan, ya que se salvan en el texto sustitutivo siguiente:





"Artículo único.� Apruébase el "Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de: Dinamarca sobre la promoción y la protección reciproca de las inversiones", suscrito en Copenhague, el 28 de mayo de 1993."














IV.CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.





Se hace constar que este tratado no contempla disposiciones que merezcan las menciones que ordenan los N°s. 2 y 4 del artículo 287 del Reglamento de la H. Corporación.





V. DIPUTADO INFORMANTE.





Por unanimidad, se designó en esta calidad al H. Diputado don CARLOS CAMINONDO SAEZ.





Acordado en sesión del día 2 de agosto de 1994, con la asistencia de los Diputados señores Dupré Silva, don Carlos (Presidente en ejercicio de la Comisión); Caminondo Sáez, don Carlos; Coloma Correa, don Juan Antonio; Fuentealba Vildósola, don Renán; Jocelyn�Holt Letelier, don Tomás, y Valcarce Medina, don Carlos.





SALA DE LA COMISION, a 2 de agosto de 1994.





FEDERICO VALLEJOS DE  LA BARRA


Secretario e la Comisión





